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Resumen: El Código de Comercio venezolano vigente contiene aún disposiciones penales 
específicas, particularmente el artículo 494, que tipifica conductas vinculadas a la emisión 
y circulación de cheques sin provisión de fondos. Este trabajo sostiene que dicha norma 
resulta hoy innecesaria y anacrónica, tanto por la obsolescencia práctica del cheque como 
instrumento de pago, como por la suficiencia de los tipos penales generales existentes en el 
Código Penal, tales como la estafa, la extorsión o la falsificación. Asimismo, se examina si 
un eventual nuevo Código de Comercio debería incorporar nuevos delitos económicos o 
mercantiles, concluyéndose que ello no resulta aconsejable, atendiendo a los principios de 
fragmentariedad y subsidiariedad del derecho penal económico, así como a la conveniencia 
de evitar una mayor dispersión normativa. Finalmente, se destaca la relevancia de mecanis-
mos alternativos como el compliance y las herramientas propias del derecho civil y mercantil 
para la gestión de riesgos en la actividad empresarial.

Palabras clave: Derecho penal económico. Código de Comercio venezolano. Cheque sin 
provisión de fondos. Estafa y extorsión. Fragmentariedad y subsidiariedad. Descodificación 
penal. Compliance empresarial

The Commercial Code and Criminal Law

Abstract: The Venezuelan Commercial Code still includes specific criminal provisions, particularly 
Article 494, which criminalizes conduct related to the issuance and circulation of dishonored 
checks. This article argues that such regulation is currently unnecessary and outdated, both due to 
the declining practical relevance of checks as a payment instrument and the adequacy of general 
criminal offenses already established in the Penal Code, such as fraud, extortion, or forgery. The 
paper also considers whether a future Commercial Code should incorporate new economic crimes, 
concluding that this is not advisable in light of the principles of subsidiarity and fragmentation 
governing economic criminal law, as well as the need to avoid further normative dispersion. 
Finally, the article underscores the importance of alternative mechanisms—such as compliance 
programs—and the existing tools of civil and commercial law for managing risks in business 
activity.

Keywords: Economic criminal law. Venezuelan Commercial Code. Dishonored checks. Fraud 
and extortion. Subsidiarity and fragmentation. Criminal decodification. Corporate compliance.
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INTRODUCCIÓN

La eventual reforma del Código de Comercio venezolano obliga a repensar 
no solo sus instituciones clásicas —sociedades, contratos, títulos valores o insolven-
cia— sino también aquellas disposiciones que, de manera excepcional, incorporan 
elementos propios del derecho penal. En efecto, aunque el Derecho mercantil perte-
nece esencialmente al ámbito del derecho privado y se construye sobre la autonomía 
de la voluntad, la libertad económica y los mecanismos civiles de tutela patrimonial, 
el Código vigente contiene normas que tipifican conductas punibles, lo cual plantea 
interrogantes relevantes desde una perspectiva sistemática.

En ese contexto, resulta necesario examinar críticamente la presencia de tipos 
penales dentro de un cuerpo normativo mercantil cuya vocación histórica ha sido 
regular el tráfico comercial, no sancionarlo penalmente. La cuestión adquiere espe-
cial importancia ante la posibilidad de un nuevo Código de Comercio, pues surge 
inevitablemente la pregunta acerca de si tales disposiciones deben mantenerse, supri-
mirse o incluso ampliarse mediante la incorporación de nuevos delitos económicos.
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El análisis de esta problemática debe partir de una premisa fundamental: el 
derecho penal económico, perteneciente al marco más amplio del derecho penal, 
debe orientarse por esencial principio de intervención mínima1. En particular, los 
criterios de fragmentariedad y subsidiariedad, propios de aquel, exigen que solo 
aquellos ataques más graves a bienes jurídicos esenciales justifiquen la respuesta pu-
nitiva, y únicamente cuando otros instrumentos normativos resulten insuficientes. 
Ello convierte al derecho penal en una auténtica ultima ratio, cuyo empleo dentro 
del campo mercantil debe ser necesariamente excepcional.

Así, la reflexión sobre la dimensión penal del Código de Comercio venezolano 
no puede limitarse a una revisión formal de normas existentes, sino que debe inser-
tarse dentro de un debate más amplio sobre la necesidad de preservar la coherencia 
del sistema jurídico, evitar la dispersión legislativa y garantizar que los mecanismos 
propios del derecho civil y mercantil continúen siendo los instrumentos primarios 
para abordar los conflictos derivados de la actividad económica.

Con base en estas consideraciones, el estudio se orienta a revisar especialmente 
el artículo 494 del Código de Comercio vigente —única disposición que tipifica 
directamente delitos vinculados al cheque— para evaluar su pertinencia actual, su 
necesidad dentro del sistema penal general y su lugar en un eventual proceso de 
modernización legislativa mercantil.

1. El artículo 494 del Código de Comercio vigente: tipificación penal 
en materia de cheques

Dentro del Código de Comercio venezolano actualmente vigente subsiste una 
disposición de naturaleza claramente penal que resulta singular en el contexto gene-
ral del texto mercantil. Se trata del artículo 494, norma que tipifica tres conductas 
punibles vinculadas al uso del cheque como instrumento de pago. Esta previsión 
constituye una excepción dentro del Código, pues introduce directamente supues-
tos delictivos en un cuerpo normativo cuyo objeto principal es regular relaciones 
comerciales privadas.

En concreto, el artículo 494 contempla: (i) la emisión de cheques sin provi-
sión de fondos; (ii) la frustración del pago del cheque; y (iii) un supuesto referido ya 
no al librador sino al tomador, consistente en la recepción de un cheque sin fondos a 

1	 Sobre el principio de intervención mínima y los criterios de fragmentariedad y subsidiariedad en derecho penal, puede 
remitirse a RODRÍGUEZ MORALES, Alejandro J. Principios limitadores de la aplicación del Derecho Penal (Strafre-
chtsanwendungsbegrenzungsprinzipien). Pág. 27. Editorial Negro sobre Blanco. Caracas, Venezuela. 2026.



547

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
V EDICIÓN ESPECIAL . 2026 . “HACIA UN NUEVO CÓDIGO DE COMERCIO VENEZOLANO”

sabiendas de su falta de provisión. De este modo, el Código de Comercio incorpora 
un tipo penal especial dirigido a sancionar determinadas conductas relacionadas con 
la circulación del cheque.

Sin embargo, el mantenimiento de esta norma plantea serias dudas desde la 
perspectiva de un eventual nuevo Código de Comercio. En primer término, debe 
destacarse que el cheque es hoy un instrumento ampliamente desplazado en la prác-
tica económica contemporánea. La evolución de los medios electrónicos de pago, la 
digitalización del comercio, incluyendo el uso de criptoactivos, y la progresiva pérdi-
da de centralidad del cheque como mecanismo habitual de transacción convierten a 
esta regulación en una disposición marcadamente anacrónica, cuya permanencia res-
ponde más a la inercia legislativa que a una necesidad real del tráfico mercantil actual.

Pero más allá de su carácter obsoleto, la razón principal que justifica una even-
tual supresión del artículo 494 radica en su carácter innecesario desde el punto de 
vista sistemático, dado que el ordenamiento penal venezolano ya contiene tipos ge-
nerales suficientes para sancionar las conductas que esta disposición pretende abarcar 
o que pudieran estar vinculadas con el empleo, ciertamente marginal o excepcional 
en la actualidad, del cheque.

En efecto, respecto de los dos primeros supuestos —emisión de cheque sin 
fondos y frustración del pago— resulta plenamente aplicable el delito de estafa, 
previsto en el artículo 462 del vigente Código Penal, en la medida en que dichas 
conductas suelen implicar el engaño a un tercero, la producción de un perjuicio 
patrimonial y la obtención de un provecho indebido. La estructura típica de la estafa 
permite subsumir sin dificultad estos comportamientos en la norma precitada, ha-
ciendo redundante la previsión especial contenida en el Código de Comercio.

A su vez, en cuanto al tercer supuesto, referido a la recepción de cheques 
sin provisión de fondos con conocimiento de dicha circunstancia, podrían incluso 
plantearse figuras penales distintas, como hipótesis de extorsión, particularmente en 
escenarios donde se instrumentalice el cheque como mecanismo de presión o amenaza 
(artículo 16 de la vigente Ley contra el Secuestro y la Extorsión). Asimismo, aunque 
se trate de situaciones poco frecuentes, casi extravagantes, también cabría considerar 
que se perpetra un delito de falsificación en casos vinculados a la manipulación 
del cheque o de alguno de sus elementos esenciales, conducta ya sancionada en el 
Código Penal (artículo 321 del Código Penal).

La existencia de estos tipos penales generales evidencia que el artículo 494 no 
cumple en la actualidad una función indispensable. Más bien, se trata de una nor-
ma residual, incorporada en un contexto histórico en el que el cheque ocupaba un 
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lugar central en la práctica comercial, pero que al día de hoy carece de justificación 
normativa autónoma.

De hecho, la posibilidad de que en el momento presente alguien pretenda 
estafar mediante un cheque a otra persona constituye una hipótesis excepcional o 
incluso exótica, limitada en todo caso a ciertos ámbitos específicos, como podrían 
ser algunas prácticas registrales en las que el cheque se utiliza únicamente como for-
malidad demostrativa sin intención real de cobro.

Por ello, desde un punto de vista técnico, dogmático y de política legislativa, 
el artículo 494 aparece como una disposición vetusta y redundante, cuya supresión 
resultaría plenamente coherente con una reforma orientada a la modernización y 
racionalización del Código de Comercio venezolano.

2. ¿Debe un nuevo Código de Comercio incorporar nuevos tipos 
penales? Fragmentariedad, subsidiariedad y codificación penal

Una vez planteada la falta de necesidad de mantener en un eventual nuevo 
Código de Comercio disposiciones como el artículo 494, surge inevitablemente una 
cuestión adicional: ¿debería el legislador mercantil aprovechar una reforma integral 
para introducir nuevos tipos penales vinculados al tráfico comercial o la materia 
mercantil?

La respuesta que se desprende de una visión sistemática del derecho penal 
económico es negativa. En efecto, no parece aconsejable que un nuevo Código de 
Comercio incorpore figuras delictivas adicionales, ni que amplíe el catálogo penal 
dentro del ámbito mercantil. Ello responde a razones dogmáticas, político-crimina-
les y de técnica legislativa.

2.1. La sujeción del derecho penal económico a la noción 
de ultima ratio

En primer lugar, debe recordarse que el derecho penal económico se debe 
concebir como estructurado sobre dos principios fundamentales: la fragmentariedad 
y la subsidiariedad. El principio de fragmentariedad implica que el derecho penal (y 
también el derecho penal económico), no puede ni debe abarcar la totalidad de los 
conflictos sociales o económicos, sino únicamente aquellos ataques más graves con-
tra los más importantes bienes jurídicos. De esta forma, no todo incumplimiento 
mercantil, conducta irregular o comportamiento reprochable en el ámbito empresa-
rial o comercial debe traducirse en una sanción penal.
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Por su parte, la subsidiariedad exige que el recurso al derecho penal (y también 
al derecho penal económico) solo sea legítimo cuando otros mecanismos normativos 
resulten insuficientes. Todo lo anterior conforma el aludido carácter del derecho 
penal como ultima ratio, es decir, como instrumento normativo y de control social 
extremo que solo procede cuando los medios civiles, mercantiles o administrativos 
no ofrecen una protección adecuada y suficiente.

En este sentido, trasladar al Código de Comercio nuevas tipificaciones pena-
les supondría desnaturalizar el papel propio del Derecho mercantil, cuya lógica se 
encuentra basada en la autonomía privada, la responsabilidad patrimonial, la repa-
ración civil y los mecanismos propios del tráfico económico, no, en cambio, en el 
recurso a la potestad punitiva del Estado como vía más incisiva de intervención de 
este en materia mercantil o económica.

2.2. El problema de la descodificación penal en Venezuela

En cualquier caso, es posible afirmar que lo anteriormente expuesto no es 
en definitiva lo decisivo para decantarse en contra de la inclusión de nuevos tipos 
penales en una eventual reforma del Código de Comercio. Y es que a ello se suma 
un problema estructural del derecho penal venezolano contemporáneo: su creciente 
dispersión normativa.

En Venezuela, una parte sustancial de las normas penales ya no se encuentra 
en el Código Penal, sino en leyes especiales, lo cual ha generado un fenómeno de 
descodificación penal que debilita la coherencia y la sistematicidad del sistema 
punitivo.

Desde una perspectiva de racionalidad legislativa, la tendencia deseable es pre-
cisamente la contraria: avanzar hacia una codificación, concentrando la tipificación 
de delitos en el Código Penal como cuerpo normativo rector de la materia penal, en 
lugar de seguir fragmentando el derecho penal en textos normativos que, no pocas 
veces, carecen de naturaleza penal y regulan de forma deficiente e inconexa delitos 
que tendrían que estar ubicados en el Código Penal para su adecuada interpretación 
y aplicación.

En consecuencia, incorporar delitos en un nuevo Código de Comercio no 
solo sería discutible desde el punto de vista dogmático, sino también inconveniente 
desde el punto de vista técnico-legislativo, pues reforzaría la dispersión que ya afecta 
al sistema penal venezolano y que apareja problemas como la dificultad de acceso a 
las normas dada su ubicación en norma de diverso signo así como también proble-
mas interpretativos y conflictos normativos.
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2.3. La suficiencia de los mecanismos mercantiles y civiles

Por otra parte, debe destacarse que el propio Derecho mercantil y civil dispo-
nen de instrumentos adecuados para enfrentar gran parte de los supuestos de hecho 
asociados a la actividad económica. El incumplimiento contractual, el abuso de po-
sición, las irregularidades societarias o los conflictos patrimoniales cuentan con vías 
de respuesta eficaces en el plano del derecho privado que, en todo caso, pueden ser 
fortalecidas para su real aplicación en la práctica.

Por ello, no resulta necesario acudir de manera apresurada y expansiva al dere-
cho penal en el ámbito mercantil o comercial. El uso excesivo de herramientas puni-
tivas puede terminar sustituyendo indebidamente soluciones civiles, incrementando 
la inseguridad jurídica y distorsionando el funcionamiento natural del mercado.

2.4. Regulación estatal e intervención económica: 
límites de la penalización
No obstante todo lo previamente expuesto, resulta ineludible reconocer que 

existen sectores en los que la actividad económica ha de encontrarse sometida a una 
cierta regulación estatal incluso de orden penal —como cuando se trata de graves 
afectaciones al medio ambiente, la seguridad laboral o la protección de los consu-
midores y usuarios—, donde parece inevitable que deba acudirse a la tipificación de 
tales supuestos cuando se configuran, ha de insistirse en ello, como ataques especial-
mente graves a los más importantes bienes jurídicos que deben ser objeto de tutela.

Por lo demás, si bien aquí se postula una comprensión liberal del derecho 
penal, postulando su mínima intervención y, por ende, un mínimo o inexistente 
protagonismo del Estado en la economía, no es menos cierto que respecto a ciertos 
hechos se torna necesaria su manifestación o aparición para evitar males mayores y 
que se hagan nugatorios derechos tan esenciales como la vida de los seres humanos.

En consonancia con ello, puede recordarse en este punto que la existencia de 
controles públicos sobre el comercio o la actividad económica no es un fenómeno 
que pueda calificarse como novedoso ni exclusivo de una ideología propia del si-
glo XIX o XX. Así, ya en una muy remota antigüedad, hace mucho más de 2000 
años, como lo evidencia Aristóteles en su obra Constitución de los atenienses, existían 
magistraturas denominadas inspectores de mercados e inspectores de medidas, las 
cuales estaban encargadas, respectivamente, de “cuidar de todas las mercancías, de que 
se vendan puras y sin falsificación”, así como cuidar “de todas las medidas y pesos, para 
que los vendedores los usen justos”2.

2	 ARISTÓTELES. Constitución de los atenienses. Pág. 173. Editorial Gredos. Madrid, España. 1984.
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De cualquier modo, valga la reiteración, la aludida supervisión estatal no ha 
de entenderse como equivalente necesariamente a criminalización, y menos aún a 
criminalización incorporada en un Código mercantil. Por lo tanto, cualquier even-
tual expansión del derecho penal económico debe someterse siempre a un estándar 
restrictivo de su carácter de ultima ratio.

2.5. Responsabilidad penal de las personas jurídicas: una advertencia

En este marco, también debe mencionarse que el derecho penal económico 
contemporáneo ha impulsado la tesis de la responsabilidad penal de las personas ju-
rídicas, figura promovida muchas veces por directrices internacionales y tendencias 
que, en realidad, no casan necesariamente con principios fundamentales y normas 
constitucionales de los propios países que terminan incluyéndola en sus ordena-
mientos jurídicos.

No obstante, la introducción de tal responsabilidad, según aquí se entiende 
la cuestión, supone alterar profundamente la teoría general del delito, modificando 
categorías clásicas como culpabilidad, imputación y sujeto responsable, dificultades 
que en ocasiones se intentan salvar mediante el recurso a una metamorfosis total 
de dichas categorías, suponiendo un quiebre de todo el sistema dogmático propio 
del derecho penal. Así, un autor de tanta relevancia e influencia como SILVA SÁN-
CHEZ ha dicho hace no mucho y de forma contundente que “está claro que el recurso 
a la responsabilidad penal y a la pena a propósito de las personas jurídicas constituye un 
error conceptual, si es que la pena debe seguir siendo lo que es. Por eso, las sanciones a las 
personas jurídicas deberían quedar preferiblemente fuera del sistema del Derecho penal”3.

La experiencia comparada, como la española, está poniendo en evidencia en la 
práctica a día de hoy que su implementación puede generar más dificultades dogmá-
ticas y prácticas que soluciones efectivas4. En consecuencia, tampoco parece necesa-
rio que un eventual nuevo Código de Comercio abra espacio a este tipo de injertos 
punitivos que suponen al fin y al cabo un quiebre, sobre todo innecesario, de la teo-
ría del delito y de los fines político-criminales a que debe apuntar un derecho penal 
coherente con un modelo de Estado social y democrático de Derecho y de Justicia, 
como el adoptado expresamente en Venezuela según su Constitución.

3	 SILVA SÁNCHEZ, Jesús-María. Lo real y lo ficticio en la responsabilidad «penal» de las personas jurídicas. En: Revista de 
Responsabilidad Penal de Personas Jurídicas y Compliance. Volumen No. 1. Pág. 21. Editorial Aranzadi. Madrid, España. 
2023.

4	 En la doctrina española, de entre los muchos autores críticos de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, se 
recomienda la lectura de la acertada e incisiva contribución de GÓMEZ MARTÍN, Víctor. Penas para personas jurídicas: 
¿Ovejas con piel de lobo? En: RUÍZ RENGIFO y POLAINO ORTS, Hoover Wadith y Miguel (Directores). Anuario de 
Corporate Compliance. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. 2019.
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2.6. Compliance y cumplimiento normativo sin necesidad 
de penalización

Finalmente, debe destacarse asimismo el papel que puede y está llamado a des-
empeñar efectivamente el Compliance o cumplimiento normativo como mecanismo 
preventivo y de buen gobierno corporativo. En tal sentido, debe indicarse que los 
sistemas de gestión de Compliance para la mitigación y administración de riesgos y 
prevención de hechos ilícitos y delictivos en o a través de la empresa constituyen he-
rramientas idóneas para fortalecer la integridad empresarial sin necesidad de acudir 
automáticamente al derecho penal.

En tal orden de ideas, ha de tenerse presente entonces que el compliance, 
entendido como conjunto de medidas organizativas destinadas a prevenir conductas 
ilícitas dentro de la empresa, puede contribuir a una actividad mercantil más segura, 
eficiente y alineada con estándares modernos de gobernanza corporativa, reduciendo 
la necesidad de respuestas punitivas.

A este respecto, además, se torna ineludible observar en esta contribución que 
no debe creerse, como a veces parece creerse erróneamente según aquí se entiende 
el asunto, que promover el Compliance o cumplimiento normativo tiene que ir ne-
cesariamente de la mano con la criminalización de las personas jurídicas, es decir, 
con el establecimiento de la responsabilidad penal de estas, pues, en realidad, el 
Compliance debe considerarse una práctica empresarial y una ventaja competitiva y 
de mercado, más allá de la existencia de una amenaza penal que, en no pocos caso, 
lo que produce, es una adopción meramente formal de supuestos sistemas de gestión 
de Compliance que no son más que lo que se conoce como “sistemas de papel” o 
“paper-Compliance”5.

En suma, desde una perspectiva penal-económica rigurosa, un nuevo Código 
de Comercio venezolano no debería ampliar disposiciones penales ni incorporar 
nuevos delitos, sino más bien depurar adecuadamente normas penales que no deben 
estar ubicadas en dicho cuerpo normativo. El camino razonable, por lo tanto, no es 
penalizar el tráfico mercantil o la actividad económica sin más o de forma expan-
siva siguiendo tendencias punitivistas, sino, en cambio, preservar la coherencia del 
derecho privado y reservar el derecho penal para los supuestos verdaderamente ex-
tremos, conforme a los principios de fragmentariedad y subsidiariedad tantas veces 
ya aludidos.

5	 Sobre esto, RODRÍGUEZ MORALES, Alejandro J. Aclaratorias sobre el concepto, alcance y consecuencias de los sistemas 
de gestión de Compliance. En, del mismo autor: Tópicos de Compliance. Pág. 135. Tribuna Editorial Jurídicas. Caracas, 
Venezuela. 2025.
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3. La exclusión del derecho penal del nuevo Código de Comercio y 
el retorno a una política criminal restrictiva

El examen de la dimensión penal en el Código de Comercio venezolano vi-
gente permite concluir que las disposiciones actualmente existentes carecen de justi-
ficación sistemática en el marco de una eventual reforma mercantil. El ejemplo más 
claro lo constituye el artículo 494, que tipifica conductas vinculadas al cheque sin 
provisión de fondos. Se trata de una norma que responde a un contexto económico 
y comercial ya superado, dado el carácter residual del cheque como instrumento 
de pago en la práctica contemporánea. Además, su contenido resulta redundante, 
puesto que los supuestos que pretende abarcar pueden subsumirse adecuadamente 
en tipos penales generales ya previstos en el Código Penal —como la estafa, la extor-
sión o incluso la falsificación—, lo que confirma que su preservación es innecesaria.

Por ello, desde una perspectiva técnico-legislativa coherente, un nuevo Códi-
go de Comercio debería suprimir íntegramente esta disposición, evitando conservar 
vestigios punitivos que no responden ni a la realidad económica actual ni a criterios 
dogmáticos consistentes.

De cualquier modo, más allá de esta supresión puntual, la reflexión conduce 
a una conclusión estructural: no parece aconsejable introducir nuevos tipos penales 
en un eventual Código de Comercio reformado.

El derecho penal económico se encuentra regido por los principios de frag-
mentariedad y subsidiariedad, que consagran su papel como ultima ratio del orde-
namiento jurídico. Solo aquellos ataques más graves contra los bienes jurídicos más 
esenciales justifican una respuesta punitiva, y únicamente cuando los mecanismos 
civiles, mercantiles o administrativos resulten insuficientes.

Se trata, en adición a lo dicho, de una oportunidad para subsanar la dispersión 
de normas penales en leyes especiales, la cual ha debilitado la coherencia del sistema 
penal, lo que conduce a sostener desde estas líneas que lo más deseable es avanzar 
hacia una mayor codificación en el Código Penal, y no a reproducir figuras delictivas 
en cuerpos normativos de las más variada naturaleza extrapenal como el Código de 
Comercio.

Asimismo, debates contemporáneos como la responsabilidad penal de las per-
sonas jurídicas muestran los riesgos de incorporar injertos dogmáticos que alteran 
profundamente la teoría general del delito y que, según experiencias comparadas, 
pueden generar más inseguridad que eficacia. En contraste, mecanismos preventivos 
como el compliance y el cumplimiento normativo empresarial ofrecen alternativas 
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modernas, eficaces y compatibles con el buen gobierno corporativo, sin necesidad 
de trasladar automáticamente al derecho penal la gestión de los riesgos económicos.

En suma, la reforma mercantil venezolana no debería avanzar hacia la pena-
lización del tráfico comercial, sino hacia la depuración del Código de Comercio de 
disposiciones punitivas innecesarias y hacia el fortalecimiento de los instrumentos 
propios del derecho privado. Un nuevo Código de Comercio, orientado a la mo-
dernización y a la coherencia sistemática, debería reservar la respuesta penal para los 
casos verdaderamente excepcionales (llevándolos a su ubicación natural, a saber, el 
Código Penal), reafirmando el carácter restrictivo del derecho penal y evitando su 
expansión impropia en el ámbito mercantil.
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